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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alberto Scavarelli. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Edgar Bellomo, Guillermo Chifflet y Gustavo Penadés. 


DELEGADA — Señora Representante Margarita Percovich. 

DE SECTOR: 

INVITADOS: Por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, señores Héctor Morales 
Techera, Secretario General; María del Carmen Gambetta, Secretaria de Organización; 
Juan Alfredo Martínez Bueno, Secretario de Propaganda y María Celia Ibarra Muñiz, 
Tesorera. 


SEÑOR PRESIDENTE (Scavarelli).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14 y 5) 


La Secretaría tiene un comunicado para informar. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se trata de una nota de la Cancillería que se relaciona con una solicitud que 
la Comisión había elevado al Ministerio de Relaciones Exteriores y dice así: "Señor Presidente: Tengo 
el honor de dirigirme al señor Presidente en oportunidad de acusar recibo a la nota fechada el 
14.5.2003 por la que se solicitaba conocer la posición uruguaya sobre la resolución a ser presentada en 


la Comisión de Derechos Humanos sobre la situación de Derechos Humanos en Irán.- Cúmpleme 
informar al respecto que desde el año 2002, la Unión Europea que históricamente promovía la condena 
a la situación de los Derechos Humanos en Irán, no ha impulsado la referida resolución.- En efecto, 
durante el 58 y 59 Período de Sesiones de la Comisión no han existido pronunciamientos sobre Irán 
con forma de resolución o decisión.- Hago propicia la oportunidad para reiterar al señor Presidente las 
seguridades de mi más alta consideración". Firma el doctor Didier Opertti Badán, Ministro de 
Relaciones Exteriores. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quisiera dejar una breve constancia con respecto a la nota que nos llega del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


Recuerdo que la comunidad Bahá'í había planteado el pedido de que Uruguay no se abstuviese cuando se 
tratase el tema de los derechos humanos en Irán, ya que a ellos se les persigue, no se les reconoce el 
casamiento entre los integrantes de la comunidad, etcétera. Lo que queríamos saber era la posición que 
Uruguay había asumido y la que pensaba asumir, porque en otras oportunidades se abstuvo. Nos contestan 
que la Unión Europea no ha impulsado la referida resolución, es decir que no se va a tratar y, en 
consecuencia, quedamos sin respuesta. Pero reitero que lo que nos interesaba saber era qué opinión se tiene 
sobre ese tema y cuál sería la opinión de Uruguay en el caso de que se plantease. 


Creo que de todas maneras habrá oportunidad de conversar con el propio Ministro de Relaciones Exteriores 
en el caso de que este tema se replantee o que la propia comunidad nos lo solicite, pero esa no es la respuesta 
que queríamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por la propia mecánica de Naciones Unidas si el tema no se pone a 
consideración del Plenario no hay pronunciamiento. Entonces lo que se nos informa a través de esta 
carta es que lo que efectivamente pasó en los dos períodos, 58 y 59, es que en la Comisión no existió 
pronunciamiento porque, por lo visto, el tema no llegó a plantearse. 


SEÑOR BELLOMO.- Quisiera hacer dos preguntas a los efectos de informarme, ya que hoy teníamos 
previsto el tratamiento de tres proyectos de ley. 


En primer lugar quisiera saber si tenemos fecha probable del trabajo de la Asesoría Técnica que se había 
encomendado, relativo a ese comparativo que implicaba tomar contacto con la Secretaría del Senado y que 
refiere al proyecto del Poder Ejecutivo respecto a delitos de lesa humanidad. 


En segundo término, una cuestión operativa. Desearía saber si se pudo avanzar por parte de la Secretaría en la 
coordinación de la visita de la Comisión para la Paz, que habíamos acordado la semana pasada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto a la visita de la Comisión para la Paz primero hablaré con el 
doctor Ramela para cursar la invitación, ya que me parece que eso es lo que corresponde formalmente. 


En cuanto al primer punto que planteaba el señor Diputado Bellomo, se hizo la gestión correspondiente por 
parte de Secretaría, por lo que solicito que se informe. 


SEÑORA SECRETARIA.- Esta Secretaría se contactó con la Secretaría del Senado el día en que el 
proyecto estaba siendo considerado por el Plenario del Senado. Esa misma tarde hubo un cambio en el 
trámite y pasó a la Comisión de Asuntos Internacionales; fue al Plenario y volvió a otra Comisión. Con 
esos antecedentes nos comunicamos con las asesoras de la Comisión quienes, por lo que tengo 
entendido, están elaborando el comparativo entre el proyecto que la Comisión tiene a estudio y el 
mensaje del Poder Ejecutivo. El otro proyecto que estaba en archivo en el Senado lo tenemos aquí para 
distribuir. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- El proyecto que está a estudio y acaba de pasar a la Comisión de Asuntos 
Internacionales es de la Corte Penal Internacional y son normas de procedimiento para Uruguay, es 
decir que no es estrictamente sobre delitos de lesa humanidad. Entonces, en realidad, no existen 


demasiadas. El otro proyecto está archivado; fue presentado en el año 2000 y no tiene trámite en el 
Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por quién fue presentado? 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Fue presentado por Senadores del Frente. De todos modos, estamos 
haciendo un cuadro comparativo -que no sé si va a ser de demasiada utilidad- con la base del estatuto 
de la Corte Penal Internacional, en la que se define la parte de delitos de lesa humanidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay definiciones específicas. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Sí, y en realidad el proyecto que está a estudio en la Comisión no abarca 
todos los delitos de lesa humanidad que la Corte Penal Internacional menciona o incluye. 


Es más, nosotros, en el artículo 1% hacemos referencia al genocidio como delito de lesa humanidad, y para la 
Corte Penal Internacional de Roma no es delito de lesa humanidad; está en un capítulo aparte. 


Me pareció oportuno empezar a trabajar con el estatuto. Le agregué el primer artículo -que es, en realidad, 
donde pone la pena para estos delitos la Corte Penal Internacional- para que tengan referencia con las penas 
que aplicamos acá. Estamos trasladando también el proyecto que está archivado en el Senado, que es muy 
parecido al original, que se empezó a trabajar en esta Comisión. A grandes rasgos no le encontré ninguna 
diferencia con el original. Ese proyecto estaría bastante más atrás del que está a estudio de esta Comisión. 


El trabajo está medianamente pronto y para la próxima sesión va a estar terminado. Falta reescribir todo esto, 
porque no podemos traer documentos. Lo relativo a la Corte Penal Internacional ya está hecho y la parte de 
este proyecto que establece normas para su aplicación constituye un solo artículo, que tiene que ver con el 
delito de lesa humanidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero hay un tema muy importante que es el de la tipificación porque, salir 
con una ley que no tiene algunas de las figuras que están tipificadas en el Tratado de la Corte y que 
Uruguay ratificó, genera un conflicto de derecho interno, tipificando a posteriori una nueva ley con 
todos los problemas que generan desde el punto de vista penal si la no mención o un tipo penal 
mantiene su vigencia o no. En todo caso tendríamos que ver si le damos vida propia en el orden 
jurídico uruguayo a lo que está tipificado a nivel del Tratado. Es muy importante lo que ustedes están 
haciendo. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Estuve observando que algunos de los delitos ya existen en nuestro Código 
Penal, pero no como delitos de lesa humanidad. A mí se me planteaba esa contradicción: por más que 
en el Tratado es una ley, se aplica a nivel internacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tiene aplicación nacional. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Correcto. Si el Parlamento aprueba un proyecto de lesa humanidad donde 
hay contradicciones... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería muy peligrosa la interpretación jurídica. 
SEÑORA RODRÍGUEZ.- Nos pusimos a hacer esto que es medianamente trabajoso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Felicitémonos que se nos ocurrió juntar eso porque si sacamos una norma 
que no recoge tipos penales que están en el tratado... 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Este proyecto es de procedimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE. No es el tema el proyecto. Lo que más hemos pedido es el comparativo con el 
texto que venía del Tratado. 


SEÑORA RODRÍGUEZ.- Claro, pero el texto que viene del mensaje del Poder Ejecutivo refiere a que 
son normas para el procedimiento. Es decir, cómo se va a aplicar el Tratado en el Uruguay para 
cuando solicitan extradiciones de personas. Pero, en realidad, no habla de la tipificación, excepto en la 
pena que sí la trasladamos acá. De todos modos, voy a estudiarlo más detenidamente. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿En qué situación está el Programa para Atención y Asistencia de las Víctimas de 
Delitos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos decidido ponerlo a consideración. Teníamos un proyecto que crea una 
Comisión para redactar un proyecto. En la sesión pasada, a iniciativa del señor Diputado Chifflet, nos 
pareció que teníamos que empezar a trabajar en un proyecto definido y no con una Comisión que 
creara el tema. Queremos considerar ese punto para empezar a trabajar en un proyecto específico, a 
construir un proceso, convocando a la gente experta en este tema. 


SEÑORA SECRETARIA.- En relación con este proyecto, los señores Diputados van a recibir por 
correo electrónico los antecedentes en la materia a nivel de MERCOSUR. En la tarde de hoy el tema 
derecho comparado ya va a estar pronto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es manejar un articulado. 
SEÑOR PENADÉS.- ¿Nos reunimos el jueves a las 10? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, la decisión es que un día en el mes, salvo situaciones excepcionales, la 
Comisión de Derechos Humanos invite, en una sesión formal, a los miembros de la Comisión 
Tripartita, para que no quede en ese limbo institucional en el que estaba. 


(Ingresa a Sala la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay) 


La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida a la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas 
del Uruguay, integrada por las señoras María del Carmen Gambetta, Secretaria de la organización, y 
María Celia Ibarra Muniz, Tesorera; y por los señores Héctor Morales Techera, Secretario General, y 
Juan Alfredo Martínez Bueno, Secretario de Propaganda. 


SEÑOR MORALES.- La Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay es una organización 
que cumplirá diecinueve años el 24 de agosto. Fue creada a la salida de la dictadura por los integrantes 
del movimiento sindical que en ese momento estaban en condiciones de jubilarse. 


Nuestra institución está adherida al PIT-CNT y es una filial de la ONAJPU, que es nuestra organización 
madre; somos la filial más grande en Montevideo. 


Es un poco complejo explicar este tipo de cosas, pero podemos decir que representamos a varias decenas de 
miles de jubilados de la capital de la República. 


Nuestra organización está compuesta por jubilados y pensionistas, por seres humanos, por los viejos 
trabajadores del ayer que, sin duda alguna, entregaron a nuestro país los mejores años de su vida y sus 
mejores esfuerzos a través del trabajo. 


Reitero que se trata de seres humanos, de viejos trabajadores del ayer que tanto contribuyeron a crear las 
riquezas del país y de algunos de sus conductores. En otras culturas del mundo las personas mayores son 
fuente de respeto, de cariño y de consulta -porque la experiencia que dan los años permite acumular 
conocimientos que después el viejo vuelca a la sociedad, y a las generaciones más jóvenes- pero en nuestro 
país, desgraciadamente, la cosa es al revés. Llegar a viejo tendría que ser una de las etapas más lindas de la 
vida porque terminamos de trabajar, nos dedicamos al descanso y empezamos a disfrutar más a los nietos que 


lo que lo hicimos con los hijos, porque durante la vida laboral muchas veces no estuvimos todo el tiempo con 
ellos. Pero en Uruguay ninguna de esas cosas son posibles, por diversas causas. Una de ellas es el monto 
miserable de las pasividades que percibe el 74% de los jubilados y pensionistas, que no sobrepasa los cinco 
salarios mínimos; si cada salario mínimo es $ 1.170, estamos hablando de alrededor de $ 5.000. 


Debemos tener en cuenta que en el Banco de Previsión Social hay cerca de 575.000 pasivos; el 74% de ellos 
no llegan a cobrar cinco salarios mínimos. A su vez, dentro de ese 74%, tenemos alrededor de 50.000 
hombres y mujeres que no llegan a un salario mínimo, es decir que no llegan a $ 1.170 de pasividad. 


Hay cerca de 570.000 pasividades que no sobrepasan los cinco salarios mínimos y solo poco más de 100.000 
sobrepasan ese monto; se debe tener en cuenta que hay un tope establecido, por lo que no son muchos los que 
perciben esas pasividades. 


El régimen de ajuste que tenemos es perverso. Cuando el índice medio de salarios era superior al costo de 
vida, nuestras pasividades se ajustaban por el costo de la vida. Hoy, que el costo de la vida es superior al 
índice medio de salarios, se ajustan por el índice medio de salarios. 


Las perspectivas que tenemos son bastante oscuras porque mientras reclamamos que se busque un 
mecanismo que contemple los ajustes por el costo de vida, se nos dice que tenemos que ajustar por lo que 
establece la ley, es decir, según el índice medio de salarios. 


Inclusive, ajustando a través del índice medio de salarios, en los últimos años fuimos salvajemente estafados, 
porque sin que lo estableciera la ley se tomaba el salario del trabajador público y privado después que se le 
habían hecho todos los descuentos; es decir que se tomaba sobre el salario líquido del trabajador y no sobre el 
nominal. 


Se presentó un proyecto de ley en el Parlamento para corregir eso, pero se nos trampeó el año 2003. La 
elaboración del índice medio de salarios sobre el nominal tendría que haberse comenzado a aplicar a partir 
del 1” de enero de 2003 pero recién regirá a partir de 2004. O sea que vamos a padecer un año más de rebajas 
sobre rebajas, porque a los jubilados se nos descuenta por dos lados. En este sentido, no debemos olvidar que 
el IRP se descuenta a los trabajadores activos y también a nosotros, los jubilados. 


Se decía que la Ley N* 16.713 iba a arreglar la situación del BPS y la situación de sus beneficiarios. Se decía 
que imponiendo un régimen mixto de capitalización individual obligatoria administrado por sociedades 
anónimas -AFAP- se perseguía -según el Gobierno y sus impulsores- el siguiente objetivo: se disminuiría 
paulatinamente el peso de la seguridad social sobre las finanzas del Estado sin afectar los derechos de los 
actuales jubilados. 


Queremos informarles que en el año 1990 el BPS aportaba para pagar todo el presupuesto de seguridad social 
el 84% de la recaudación. En 1990 había una asistencia neta del Gobierno de un 2% y de los siete puntos del 
IVA se tomaba un 19%. Y en el año 2002 la asistencia neta fue de un 34%, se tomó un porcentaje mayor de 
los puntos del IVA y el BPS solo cubrió con su recaudación el 48% del presupuesto en seguridad social. 


Entonces, esto desmiente categóricamente que el Estado iba a aliviarse con la creación de este sistema, que 
para nosotros es infernal. 


También se decía que esto beneficiaría a los trabajadores de menores ingresos, pero no los beneficia ni en su 
vida activa ni después de jubilados porque cuanto menores ingresos tengan, mucho menor será la pasividad. 
Se decía que el trabajador iba a tener dos jubilaciones, lo cual es totalmente falso, porque la prestación que le 
dará el BPS junto a la que perciba por la AFAP no llegarán a cubrir el valor de la prestación que brindaba el 
BPS con el sistema anterior. 


También se afirmaba que con la nueva ley se reforzaba el principio de solidaridad entre las generaciones y se 
estimulaba el ahorro. Eso es totalmente falso, porque ahora el ahorro es individual. En el sistema que era 
orgullo de la seguridad social uruguaya, el trabajador activo aportaba para que se pagaran jubilaciones; el 
trabajador enfermo aportaba para que se pagaran seguros de enfermedad; el trabajador ocupado aportaba para 
que se pagaran seguros por desempleo. Hoy quien se enferma, se embroma; quien no tiene empleo, también. 
Y el jubilado, repito, depende de la asistencia del Estado, que no sabemos hasta cuándo podrá continuar, en 
un país con las condiciones del nuestro. 


Si comparamos la ley anterior con la actual, una jubilación común, por el Acto N* 9 -que no era una panacea 
pero sí mucho más justo-, la mujer la conseguía con treinta años de trabajo, del mismo modo que el hombre. 
La mujer debía tener cincuenta y cinco años de edad al momento del retiro y el hombre sesenta. Hoy ambos 
deben tener treinta y cinco años de trabajo registrados y aportados y si tienen treinta y cuatro años y 
trescientos sesenta días, no se pueden jubilar. Ayer me llamaba una señora con sesenta y un años de edad y 
treinta y tres años de trabajo para ver qué podíamos hacer para que se pudiera jubilar, porque hacía dos años 
que había perdido el último trabajo, no conseguía trabajo y su situación ya era insostenible. 
Desgraciadamente, tuvimos que decirle que gracias a ese régimen que iba a ser tan humano ella no se podría 
jubilar y, si no conseguía trabajo en estos nueve años que le quedan para llegar a los setenta, subsistiendo 
hasta esa edad, podría entonces pedir una jubilación por edad avanzada. 


Para conseguir una jubilación por edad avanzada, antes se precisaban diez años de trabajo, tanto para el 
hombre como para la mujer; ahora precisan quince años, en un país en el que el trabajo ya prácticamente no 
existe. Antes, la mujer debía tener sesenta y cinco años y el hombre setenta. Ahora ambos deben tener setenta 
años de edad para aspirar a ese tipo de jubilación. Esto demuestra que la Ley N* 16.713 es machista, porque 
perjudica en una forma mucho más grave a la mujer que al hombre. 


La pensión de sobrevivencia, o sea la pensión para la viuda y los hijos menores del jubilado, de acuerdo con 
el Acto N* 9 era vitalicia en todos los casos para la viuda y para los hijos hasta los veintiún años de edad. Hoy 
la mujer menor de treinta años cobra durante dos años nada más la pensión de sobrevivencia. La mujer entre 
treinta y treinta y nueve años cobra durante cinco años y recién si tiene más de treinta y nueve años la 
pensión es vitalicia. Y estamos hablando de una pensión mucho más disminuida, porque antes el hombre se 
jubilaba con el 75% de su último sueldo y ahora se jubila, en el mejor de los casos con el 52% o 53% del 
salario de los últimos diez años o de los mejores veinte. 


Podría seguir abundando toda la tarde sobre las desgracias que trajo a los trabajadores uruguayos, activos y 
pasivos, la Ley N* 16.713, pero con lo que acabo de describir alcanza para demostrar que hay flagrantes 
violaciones de los derechos humanos, de cientos de miles de uruguayas y uruguayos, que el único pecado que 
han cometido es haber llegado a viejos y terminado su ciclo laboral. 


Quiero hablarles de otros problemas. Por ejemplo, el 23 de agosto del año pasado este Parlamento votó lo que 
después fue la Ley N* 17.550, que permite el derecho de opción del jubilado y el pensionista a cobrar su 
pasividad donde lo entienda más conveniente para sus intereses. Parece mentira que en un país como el 
nuestro tuviera que hacerse una ley para que, dentro de las normas de la convivencia pacífica y del respeto, 
un uruguayo pueda hacer lo que crea más conveniente para sus intereses. Pero, desgraciadamente, tuvo que 
votarse esa ley. Y eso no es lo más grave. Estamos a diez meses de haberse votado esa ley. Hoy se empezaban 
a pagar jubilaciones en los bancos oficiales y privados y, por la mañana, había decenas de miles de mujeres y 
hombres viejos -no de nuestra edad sino mucho mayores, que sobrepasaban los setenta, ochenta y noventa 
años de edad-, con la lluvia y el frío de hoy, mal abrigados y mal alimentados, haciendo infames colas. A 
pesar de que hace diez meses el Parlamento votó esa ley, los señores Directores políticos del Banco de 
Previsión Social y el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social aún no han cumplido con lo que establece 
y la están desacatando, en una forma que nosotros no entendemos. Si yo en este momento agarro esta mesa y 
la doy vuelta, les insulto o armo cualquier desorden aquí dentro, seguramente y con total razón ustedes van a 
llamar a los guardias de seguridad y estos me conducirán detenido a una seccional policial, porque yo rompí 
las reglas de convivencia pacífica; en definitiva, desacaté normas que están estatuidas en nuestra sociedad. 


Los Directores políticos del BPS y el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social están haciendo eso, están 
desacatando una ley. Y no encontramos en ningún área de la sociedad uruguaya a alguien que les diga que 
tienen que cumplir con esa ley. Y si lo hay -sabemos que han sido llamados a Comisión, en algunas 
oportunidades, para hablar sobre estos temas-, de todos modos siguen sin hacer caso al Parlamento, siguen 
burlándose de nosotros y de ustedes porque no aplican la ley. 


Y ahora dicen que para cumplir con la ley lo van a hacer con cajeros automáticos. Resolvieron hacer dos 
pruebas piloto en el interior del país. Van a poner cajeros automáticos en el local del BPS de Paysandú y de 
Las Piedras. Cuando uno hace una prueba de este tipo, elabora criterios y ve las etapas. Si se alcanza 
determinado porcentaje de usuarios de ese nuevo sistema, es porque la prueba sirve y si no se alcanza es 
porque no sirve. No fijaron ningún criterio. O sea que la prueba viene para quedarse. Dentro de unos meses - 
parece que esto lo van a instalar el mes que viene- van a decir que sí, que funcionó, o que no funcionó y, por 


tanto, no se va a pagar en el BPS. ¡Es maquiavélico lo que hacen! Para que la gente cobre en esos locales del 
BPS va a tener que pedir el pase desde la empresa tercerizada donde está cobrando. Si la gente pide ese pase, 
van a decir que quiere cobrar en los cajeros automáticos y, si no lo hace, van a decir que no quiere cobrar en 
los locales del BPS. 


Entonces, se siguen violentando grosera y salvajemente los derechos humanos de la gente mayor de este país. 
Diez meses después de la aprobación de esa ley, tienen que seguir haciendo esas colas infames, sin baños, sin 
asientos, sin cobertura sanitaria, a la intemperie. 


Y si la gente va al banco y pregunta por qué le pagan eso o le efectúan determinado descuento, el funcionario 
de ese banco con total razón va a decir que no sabe, que la consulta tiene que hacerse en el BPS. 


Nosotros queremos denunciar ante ustedes este desacato a la ley de los señores Directores políticos y del 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Hay toda una historia aquí. El artículo 4* del decreto reglamentario de esa ley dispone que se utilizarán en los 
locales del BPS las tecnologías empleadas por las empresas de intermediación financiera, y al final dice que 
eso será de acuerdo con el colectivo de que se trate. g No estamos en contra de las nuevas tecnologías, del 
avance de la humanidad, de la superación de la raza, pero la sociedad tiene que entender que esas nuevas 
tecnologías no son compatibles con la cultura de la gente mayor de nuestro país. Durante nuestra vida laboral 
no cobramos en cajeros automáticos; nos pagó una persona de carne y hueso. Cuando íbamos a la ventanilla a 
cobrar, podíamos aclarar las dudas que teníamos. 


También hay razones biológicas por las que no podemos comparecer ante una máquina. Hay que recordar un 
PIN y los años de vida nos traen, entre otras calamidades, problemas de memoria. Hay que hacer una serie de 
movimientos y la gente ha perdido los reflejos, es lenta y una gran cantidad tiene problemas de vista. Hay 
miles y miles de analfabetos; en fin, hay una cantidad de problemas que hacen que el jubilado no pueda 
utilizar este sistema. Dicen que se van a poner cajeros inteligentes que van a reconocer la huella digital. Hay 
una cantidad de jubilados, sobre todo los mayores y los enfermos, que cobran por apoderado, y el Banco 
tiene que hacer un control mensual de la existencia del jubilado o del pensionista, y no podrá hacerlo a través 
de la huella digital de su apoderado. 


Voy a referirme a otro problema que estamos sufriendo. Los jubilados, únicamente los jubilados, aportamos 
el 1% y el 2% de nuestras pasividades para la construcción de viviendas para jubilados. A esta altura hemos 
aportado casi US$ 400:000.000, con lo cual se podrían haber construido entre 60.000 y 70.000 viviendas para 
jubilados. Solamente se han construido cuatro mil y pocas. Muchas de ellas son esas viviendas infames, los 
núcleos básicos evolutivos, donde se hace una parte de la casa y otra parte se deja para que la construya el 
jubilado. ¿Qué puede terminar de construir un jubilado, que para tener derecho a la vivienda debe ganar hasta 
12 unidades reajustables en Montevideo y hasta 24 unidades reajustables en muchos lugares del interior? 
Aparte, la construcción es de una calidad muy pero muy deficitaria. Ni siquiera los animales podrían habitar 
esos núcleos básicos evolutivos en los que metieron a los jubilados, que no se construyeron con dinero del 
Gobierno ni proveniente del exterior. ¡Se construyeron con nuestro dinero, con el dinero que aportamos todos 
los meses solidariamente para aquellos que ganan menos! 


Hay quienes viven en complejos más o menos decentes pero, ayer, por ejemplo, a nuestra plenaria -donde 
había alrededor de 26 organizaciones que representan a miles y miles de jubilados- concurrió un compañero 
del complejo habitacional de San Quintín y Santa Lucía, que nos hablaba de las penurias que vivían quienes 
habitan ese complejo. Nos decía que había doce familias que tenían el teléfono, la luz y el agua cortados, 
porque como ganan pasividades tan miserables -hasta 12 unidades reajustables-, no pueden pagar los 
servicios. 


Ahora nos encontramos con la resolución del Gobierno de aplicar la segunda ley de urgencia, que ya no habla 
de construir. Cuando se construye, la vivienda es patrimonio del Banco de Previsión Social y en el momento 
en que fallece el jubilado y su pareja, pasa a otro jubilado. Ahora se van a alquilar pensiones, hoteles y casas 
de salud. ¿Tienen idea de qué hoteles, de qué pensiones, de qué casas de salud se van a alquilar? 
Seguramente serán esas pocilgas, llenas de chinches y de roedores, que vemos a lo largo y ancho de nuestro 
país donde vive la gente más pobre, la gente más desgraciada. Ahí van a meter a los viejos, premiándolos por 
los años de trabajo que dieron a la sociedad uruguaya. Y, repito, lo hacen con nuestro dinero. Sabemos que en 


los pasillos del BPS ya andan algunos correligionarios ofreciendo sus pensiones y hoteles. No decimos que se 
haya hecho algún arreglo, pero sabemos que andan por ahí, medrando con esta calamidad para los viejos. 


Tenemos una espada de Damocles pendiente sobre nuestras cabezas. No sabemos hasta cuándo vamos a 
seguir cobrando las jubilaciones, por lo que mencioné antes, por la asistencia neta que el Estado tiene que dar 
ahora para que se paguen las pasividades. 


Tenemos un descenso tremendo en los promedios jubilatorios. Mientras que en el año 1990 el promedio de 
las jubilaciones era de $ 4.500, hoy es de $ 3.000 y poco. Si juntamos jubilaciones y pensiones los promedios 
bajan todavía más. Tengo toda la información acá. Es otra de las calamidades que ha traído la Ley N* 16.713, 
que hace que disminuyan cada vez más los promedios de las pasividades. 


Tenemos el problema de miles de hombres y mujeres que se enferman al cabo de varios años de vida laboral. 
Cuando un trabajador privado se enferma tiene DISSE, el seguro por enfermedad, durante dos años. Cuando 
un trabajador público se enferma tiene dos años de licencia médica. En ambos casos, cuando se les termina 
esa licencia médica tienen que ir a una junta médica, que en el caso de los trabajadores privados es del BPS y 
en el de los trabajadores públicos, del Ministerio de Salud Pública y del BPS. ¿Con qué nos encontramos? En 
el caso del trabajador privado hay una medida utilizada mundialmente que se llama baremo, que otorga 
determinados porcentajes a las respectivas enfermedades. Para que se le pueda dar una jubilación de por vida 
tiene que llegar al 66% de incapacidad física y les aseguramos que para eso hay que estar medio muerto. 
Conocemos el caso de un chofer de CUTCSA que perdió un brazo y la junta médica del BPS entendió que 
puede hacer otro trabajo. Tenemos el caso de un trabajador en Bella Unión, que también perdió uno de sus 
miembros superiores y la junta médica del BPS entendió que podía hacer otros trabajos. Se le pidió un 
ejemplo y respondió que podía trabajar como ascensorista. ¿En Bella Unión, donde el edificio más alto debe 
tener un piso y medio? 


Al trabajador privado se le da de baja en su empleo; al trabajador público lo hacen renunciar para darle un 
subsidio transitorio, que antes, por el acto N* 9 era de cinco años y ahora es de tres. Cuando termina el 
subsidio transitorio va de nuevo a la junta médica y si el baremo no alcanza el 66% no tiene trabajo y no 
llegó a la jubilación. Tenemos varios casos, por ejemplo, el de una querida compañera del Ministerio de 
Ganadería Agricultura y Pesca, que tuvo la desgracia de contraer cáncer de útero. Cuando se le terminaron 
los dos años de licencia médica en el Ministerio, le dijeron que tenía que ir a la Junta Médica del BPS. La 
mujer, con lo mal que estaba de salud, qué va a pensar lo que estaba haciendo o firmando; le hicieron firmar 
la renuncia sin que ella supiera lo que estaba haciendo. Cuando se le terminaron los tres años de subsidio 
transitorio, se encontró con que no tenía trabajo ni jubilación y necesitaba medicarse y hacerse radiaciones 
permanentemente. Sin embargo, la Junta Médica del BPS entiende que esta mujer no llega al 66% de 
incapacidad que se requiere para otorgar la jubilación. 


Así nos encontramos con miles y miles de hombres y mujeres que no pueden jubilarse y que no tienen trabajo 
por esa causa. De los miles y miles de hombres y mujeres mayores que vemos a lo largo y ancho del país 
durmiendo y viviendo en la calle -antes los veíamos en las calles del centro de Montevideo y de las 
principales capitales del interior, pero hoy los vemos en los barrios periféricos y en los asentamientos-, 
muchos no pudieron alcanzar la jubilación por los requisitos que establece el BPS y muchos otros la 
alcanzaron pero es tan miserable que viven de esa manera o terminan en los hogares solidarios donde pueden 
pasar la noche. 


Hace un rato, haciendo una recorrida, encontramos a uno de los trabajadores más brillantes que tuvo el 
Frigorífico Nacional, que con las viejas Remington de hace cuarenta años escribía entre 80 y 90 palabras por 
minuto. El se acogió a las cuatro leyes especiales que este Parlamento votó para el Frigorífico Nacional, pero 
en el Directorio del BPS hubo un empate y la resolución fue que no tenía razón. Es decir que por cuestiones 
formales este compañero no ha podido jubilarse. Uno de los Directores políticos le dijo que no importaba 
porque tenía la chance del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Pero para ir al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, el primer timbre que hay que pagar cuesta $ 500 y este hombre no tiene 
jubilación ni trabajo. Es decir que seguramente no se va a poder jubilar porque no tiene para pagar. 


Podríamos pasar toda la tarde hablando de las flagrantes violaciones a los derechos humanos de nuestros 
queridos viejos en este país. Quizás esté aburriendo a alguno; quizás alguno piensa que este problema ya es 
conocido y que no puede hacer nada. Nosotros queremos sensibilizar a la sociedad uruguaya y a este Recinto 
para que alguien ponga coto a los sufrimientos de cientos de miles de hombres y mujeres que, reitero, el 


único pecado que cometieron es el de haberse convertido en viejos, después de haber dado a este país los 
mejores años de su vida a través del trabajo. Podrán decir que el país está en una situación de crisis. ¡Por 
favor! ¡Por favor! Los viejos ricos no pasan estos problemas, no duermen en la calle, no viven en la calle, no 
mueren en la calle; los viejos ricos no pasan hambre, no pasan frío y no tienen problema si se jubilan o no se 
jubilan. 


El Director Ferrari nos contaba que uno de sus patrones fue a verlo porque tenía una jubilación de $ 2.000. 
Había aportado como patrón por lo mínimo. Ese hombre tiene una pasividad de $ 2.000, pero no pasa 
ninguno de los problemas, ni por lejos, de los cientos de miles de viejas y viejos uruguayos que son 
"beneficiarios" -entre comillas- del BPS. 


Queremos advertir algo. No sabemos si esta Comisión sabe que los índices de envejecimiento en este país 
crecen aceleradamente y que dentro de quince o veinte años un 60% o un 70% de la población uruguaya va a 
ser mayor de 60 años. Un país donde los jóvenes se van, donde el índice de natalidad baja cada vez más, por 
razones naturales se convierte en viejo. Y nadie, nadie, tiene un plan para enfrentar esa realidad que dentro de 
pocos años va a tener este país. Creemos que hay que incursionar en estos temas. De lo contrario, estas 
injusticias, estas salvajadas que se están cometiendo con los viejos de este país se van a agravar, porque van a 
haber muchos más viejos. 


Nosotros venimos permanentemente al Parlamento, seguimos confiando en las instituciones, en la 
democracia y en el sistema político, pero necesitamos respuestas, ver que alguien se preocupa por estos temas 
y que estas visitas no se convierten en algo protocolar donde se nos atiende para cumplir con las tareas que 
tienen asignadas los señores Representantes. No digo que este sea el caso ni estoy tratando de agraviar. Estoy 
tratando de hablar de realidades, porque venimos haciendo estas denuncias desde hace mucho tiempo y no 
encontramos respuestas. Más grave que no encontrar respuestas es ver que los problemas se agravan día a 
día. Por eso pedimos la entrevista y perseveramos. Hubo algunos desencuentros por problemas organizativos, 
pero por suerte la pudimos llevar a cabo. Aspiramos a que esta entrevista no quede en una visita más de 
nuestro colectivo a este Parlamento. Quedamos a las órdenes para contestar cualquier duda o pregunta que 
nos quieran formular. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hubo un problema de destino de la nota que ustedes enviaron, pero 
finalmente llegó. 


SEÑOR BELLOMO.- Creo que corresponde que esta Comisión trate este tema así como el año pasado 
-recuerdo a los integrantes de esta Comisión- tratamos el de las incapacidades y de los baremos a raíz 
de la visita de una delegación de personas afectadas por esta situación, en uno de los hechos más 
dolorosos y sensibles. 


Si bien la Comisión tiene por costumbre escuchar las exposiciones de los visitantes y luego debatir y 
eventualmente decidir alguna medida, me parece importante colectivizar algunos comentarios y expresiones. 


Creo que este problema de la seguridad social viene agravándose, y no precisamente a consecuencia del 
derrumbe del país ocurrido el año pasado, sino desde hace bastantes años. Esta es una opinión tan respetable 
como las demás. Creo que el nuevo sistema de la seguridad social del año 1996 empieza a cambiar para peor 
la situación. 


Hay un par de datos que me quedaron muy gravados. Sin ánimo de corregir al señor Morales quiero expresar 
que tal vez en su apuro, dio algunas cifras que es importante esclarecer. Del año 1998 al 2002 hay 13.000 
pasividades menos. Pero además, la pasividad promedio en el año 1999 estaba en $ 4.067, mientras que en 
octubre de 2002 es de $ 3.267. Creo que estas cifras de por sí evidencian la situación, junto con todo lo 
expresado por la delegación. 


SEÑOR MORALES.- Es exactamente así. 
SEÑOR BELLOMO.- La delegación que nos visita debe saber que la semana pasada el Parlamento - 


que es sensible a esta situación o, para no confundirnos en términos, por lo menos le preocupa, entre 
otras, esta situación; de eso todos podemos dar fe- estuvo considerando enviar una Minuta de 


Comunicación al Poder Ejecutivo a los efectos de que no sea descontado el anticipo a los jubilados. Más 
allá de la discusión y de las diferentes posiciones, quiero señalar que como Parlamento estamos 
preocupados, debatiendo estos temas y aspirando a alguna solución de parte del Poder Ejecutivo. 


Creo que hay dos o tres puntos centrales, de los que plantean los visitantes, que nosotros vamos a tener que 
encarar. Y aquí quiero decir que yo hoy pertenezco a la oposición, pero si tenemos la suerte de ser Gobierno 
en un futuro próximo, de alguna forma asumo un compromiso. 


El país necesariamente deberá discutir y resolver el tema de las incapacidades y de los baremos. No sé cómo 
-lo digo con franqueza-, pero seguramente no en los términos en que hoy está planteado. 


Creo que hay otro caso sumamente injusto, que puede llegar a ser irritante, y es el de los aportes, sobre todo 
porque no es el trabajador el que los realiza -por lo menos en la mayoría de los casos-, pero ante omisiones de 
un patrón o debidas a cualquier razón, el perjudicado es él. 


Quería señalar esto, sumado al tema del incumplimiento de las leyes o de interpretación de una ley, porque 
cuando se debatió el hecho de que los pasivos pudiesen ejercer su derecho a cobrar en la casa central bajo el 
sistema tradicional, yo creo -porque se desprende no solo de la ley que se votó sino de la discusión 
parlamentaria- que estaba muy claro no solamente la justicia de una reivindicación sino el ejercicio de una 
libertad. Por tanto, quiero dejar sentado que no comparto las distintas interpretaciones que se han hecho por 
vía reglamentaria o interpretativa, y que el Directorio del BPS está señalando, porque creo que resulta con 
meridiana claridad que la voluntad del legislador fue otra y no esa. 


En consecuencia, al igual que frente al incumplimiento de otras leyes seguiremos alerta pues como se sabe 
nosotros y otros actores del Parlamento hemos convocado a Comisiones y en algunas ocasiones hasta hemos 
llamado a Sala a Ministros por estos temas. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quienes nos visitan nos han planteado tres o cuatro temas que tienen 
vinculación directa con los derechos humanos. Han mencionado la cantidad de jubilados -74% - que 
cobran menos de $ 6.000 y el número de jubilados que perciben $ 1.170. Todos nosotros, por las 
conversaciones y visitas a los barrios, sabemos de estas realidades. 


Hace poco, en Puntas de Manga, un obrero de la construcción que iba a un merendero, nos planteó que 
todavía se sentía fuerte como para ganarse la comida que le daban allí, por lo que simplemente pedía que se 
le autorizase a colaborar en el trabajo de la tierra para obtener lo que él iba a comer en ese lugar, y nos dijo 
que percibía una jubilación de $ 1.200, a pesar de que había sido obrero de la construcción durante treinta y 
cinco años. 


En primer lugar, entonces, ustedes plantean el tema de la seguridad social. Estoy seguro de que todos, 
particularmente los integrantes de esta Comisión, tenemos plena conciencia de algo que alguna vez dijo un 
experto en seguridad social del Partido Nacional, el doctor Héctor Lorenzo Ríos, y es que seguridad social 
absolutamente insuficiente es negación de la seguridad social. Y esto es así; es una realidad que tenemos 
presente y que veremos cómo solucionar entre todos. 


En segundo término ustedes plantean el tema de una ley que no se cumple por el Directorio del Banco de 
Previsión Social. Esto es algo que verdaderamente resulta ominoso para el país. Creo que está en trámite la 
discusión en el propio Directorio del BPS, pero ese es un tema que perfectamente puede ser solucionado 
porque hay una ley muy clara votada por el Parlamento, que se debe cumplir. 


También plantean el tema de la vivienda, otro derecho humano fundamental, y al respecto nos dicen que no 
se construye lo que corresponde de acuerdo con la ley. Efectivamente, la ley que se votó dice, en primer 
lugar, que los fondos que se descuentan a los jubilados con destino a vivienda son exclusivamente para 
viviendas de jubilados y, en segundo término, que no pueden tener otro destino; eso lo expresa muy 
claramente la ley. Hay millones de dólares ya recogidos, porque mensualmente se obtiene alrededor de un 
millón de dólares; por lo menos esa era la cifra cuando yo integraba la Comisión de Seguridad Social. Ese es 
un tema muy importante y creo que debemos dar algún destino a las palabras de ustedes. 


Además han planteado el tema de los discapacitados. En esta Comisión hemos recibido, en años anteriores, la 
visita de familiares de discapacitados quienes nos plantearon temas absolutamente dramáticos. Sabemos 
perfectamente que en el Banco de Previsión Social se establecen determinadas normas, de acuerdo a los 
baremos, que hacen que a alguna persona que no está en condiciones de trabajar se le diga que puede hacerlo 
o que -como en el caso que ustedes señalan- puede tener otro trabajo. En las condiciones actuales del país eso 
es absolutamente inimaginable, salvo que tengamos disposiciones que indiquen que cuando una persona tiene 
un determinado porcentaje de discapacidad haya un organismo que se encargue de ubicarla en trabajos 
especiales. Porque obviamente, en un país con tanta desocupación, si alguien con plena capacidad física se 
ofrece para ascensorista, no se va a tomar a alguien que no la tenga; por señalar una referencia en cuanto a lo 
que plantean. 


Hay temas de los que se nos plantean que tienen que ver con los derechos humanos. Sin embargo, tengo que 
informar a ustedes que hay Comisiones especiales que deben tratar algunos de los puntos que nos plantean. 
Por tanto, sin perjuicio de hacernos conscientes de lo que nos dicen -ya que lo que buscan es precisamente 
crear opinión pública y entre los legisladores en estos temas- sugiero que la versión taquigráfica de esta 
reunión sea enviada a las Comisiones de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente y de Seguridad Social, pero 
no solamente para pasar la pelota. También voy a hacer una sugerencia que, obviamente, vuestras 
organizaciones analizarán. 


Habitualmente en el Palacio Legislativo -el señor Diputado Penadés ha sido Presidente de la Cámara y puede 
dar fe de ello- se hacen reuniones o seminarios en los que se tratan estos temas con técnicos, interesados y 
legisladores y a todos nos suelen resultar muy útiles esas instancias, por cuanto actualizamos los datos, 
tomamos conciencia de los problemas o los refrescamos, porque todos tenemos información al respecto. 
Todo eso resulta muy importante en el sentido de la siembra de la sensibilización de los legisladores, la 
opinión pública y la prensa. Sugeriría que estudiasen la posibilidad de analizar estos temas -los 
fundamentales; inclusive los referidos a los derechos humanos- con técnicos, con integrantes de la 
Universidad y con representantes políticos en reuniones que inclusive pueden gestionarse -si fuera necesario- 
con la propia Presidencia de la Cámara. Eso nos resultará muy útil a todos ya que estos asuntos debemos 
resolverlos entre todos. 


Sin ninguna duda que eso es difícil, por las cifras que se necesitan y porque a veces tendremos que vencer 
algunas inercias. Con frecuencia decimos que baja el número de trabajadores -lo que efectivamente es así; el 
mundo está en esa dirección por la revolución científico-tecnológica- y aumenta el número de jubilados. En 
consecuencia, se suele decir que no hay forma de financiar. No; no creo que sea así. Creo que tenemos que 
estudiar la forma de financiar una seguridad social que forma parte de la vida decorosa de cualquier país. En 
este sentido, un análisis de estos temas, público, con técnicos, políticos, etcétera, va a colaborar en el sentido 
que ustedes quieren, sin perjuicio de que cada partido tenga ya una posición aunque la pueda perfeccionar. 


SEÑOR MORALES.- Agradezco las sugerencias del señor Diputado Chifflet. 


Coincidimos con el señor Diputado Bellomo pues la comparación se refiere al año 1999, lo que marca el 
agravamiento acelerado de la situación. 


Omití referirme a un derecho humano fundamental como es el derecho a la salud. 47.000 jubilados tienen el 
recibo de la mutualista pago no por el BPS sino por nosotros, los jubilados que ganamos un poco más. Pero 
resulta que en miles de casos ese es un artículo suntuario y la gente ha renunciado a él porque no puede 
absorber el costo de las órdenes y de los tiques. Si van a Salud Pública a atenderse esta se encuentra en red 
con el BPS y salta en la computadora que esa persona es beneficiaria de la cuota mutual, por lo que no se 
puede atender. Por lo tanto, no se puede atender por la mutualista porque no puede absorber los costos pero 
tampoco por Salud Pública porque esta detecta que tiene cuota mutual. Entonces eso se convierte en una 
trampa infernal para varios miles de esos 47.000 jubilados que perciben una cuota mutual. 


También el resto de los jubilados tenemos problemas enormes porque si ganamos más de tres salarios 
mínimos nacionales Salud Pública nos cobra arancel, pero lamentablemente para lo único que nos sirve un 
arancel es para una consulta dentro de seis o siete meses -porque Salud Pública está saturada- y no nos va a 
dar medicamentos. Entonces, estamos en la trampa de que no podemos pagar la cuota mutual y vamos a 
Salud Pública pero allí tampoco se nos puede atender. ¿Cuándo nos puede atender Salud Pública? Cuando ya 
no hay más remedio y estamos en caso de muerte. Esa es una violación salvaje del derecho humano de la 


persona y es algo que muestra la inutilidad del Estado uruguayo para atender un problema tan grave Después, 
los costos de atención van a ser mucho más grandes que si se hubiesen atendido en primera instancia. 
Hablamos de la salud como derecho humano fundamental del hombre. 


Otra de las cosas que queremos decir es sobre la indiferencia del Poder Ejecutivo a través del señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social, quien se ha negado a atender a nuestra Coordinadora porque dice que no tiene 
nada que ver con los jubilados. Hace poco, cuando estaba en la conferencia de la OIT en Ginebra, llamó por 
teléfono para dar la orden al doctor Mario Aritzi, Subsecretario de la Cartera, para que nos atendiera. El 
doctor Santiago Pérez del Castillo entiende que no tiene nada que ver con los jubilados. Entonces, ¡vamos a 
tratar de cambiar el nombre al Ministerio, que es de trabajo y seguridad social! 


Queremos denunciar también que el decreto reglamentario que firmó este señor Ministro no lo elaboró él, 
sino una persona que es la antítesis de los derechos humanos de los jubilados: la señora Myra Tebot, Gerente 
General. Si ella pusiera su inteligencia al servicio de la seguridad social, seguramente tendríamos resueltos 
los problemas, que planteaban los señores Diputados, de insolvencia del país para atender la seguridad social. 
Esta mujer vive lucubrando, trabajando, pero desgraciadamente, para hacer daño a los jubilados. La que 
elaboró por lo menos el artículo 4” del Decreto reglamentario fue ella. Lo afirmamos y la desafiamos, 
inclusive, a que venga a desmentirlo. 


Pero acá la responsabilidad sigue siendo de los Directores políticos. No entendemos cómo una mujer que está 
subordinada puede tener más poder que los Directores políticos que dicen tener la intención de resolver 
varios de los problemas que planteamos, sobre todo el de los pagos. 


Nosotros queremos informar que estamos tratando de sensibilizar a la sociedad uruguaya, hemos estado en la 
Comisión de Seguridad Social, pedimos esta entrevista y estamos trabajando con el equipo de representación 
de los trabajadores para hacer una denuncia a la OIT sobre la violación del convenio 128. Ya que no podemos 
hacer la denuncia por el convenio 102 -que es mucho más completo en materia de seguridad social- porque, 
desgraciadamente, nuestro país no lo ratificó. Sí ratificó el convenio 128 y vamos a denunciar ante la OIT la 
grosera violación del mismo. 


Como invitados del PPTCNT formamos parte de la Comisión de Seguridad Social y estamos trabajando en la 
elaboración de un proyecto alternativo de seguridad social que está elaborando el PIT-CNT. Prácticamente 
está terminado y se va a poner a consideración de la sociedad uruguaya en poco tiempo. Se trata de un 
proyecto en el que, como podrán imaginar, vamos a prescindir de las AFAP y se va a poner -no se sabe por 
qué vía- a consideración de la sociedad. Estamos dispuestos a no quedarnos quietos e indiferentes porque este 
problema, tan sentido por los uruguayos, tiene que corregirse. No podemos permanecer violando los derechos 
humanos de la gente de manera tan campante como se viene haciendo desde hace muchos años en el país. 


Creemos que el Acto 9 no era la panacea. Tuvimos una seguridad social que era orgullo en el mundo. 
Desgraciadamente, la dictadura instituyó el Acto 9 y rebajó la calidad de la seguridad social. Podríamos decir 
que hasta el Acto 9 teníamos una seguridad social intergeneracional y solidaria. Después de 1996 tenemos 
una seguridad social totalmente individualista, que ha prescindido de los valores que caracterizaron a la 
sociedad uruguaya durante tantos y tantos años. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 14) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


